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       SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre dos de dos mil nueve
Expediente: 66001-22-13-004-2009-00084-00

Acta Nº 435 de septiembre 2 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Mary Luz Betancur Ríos, Germán Matallana Bernal, Carlos Ariel Ramírez Cortés, Jhon Jairo Zuleta Blandón y Martha Liliana Grajales, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad y frente a Héctor Hernando López Londoño, a la que fue vinculada Lucy Cortés Correa.

ANTECEDENTES

Mary Luz Betancur Ríos, Germán Matallana Bernal, Carlos Ariel Ramírez Cortés, Jhon Jairo Zuleta Blandón y Martha Liliana Grajales, obrando en sus propios nombres, presentaron acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de la ciudad y Héctor Hernando López Londoño, en calidad de liquidador del patrimonio de la deudora Lucy Cortés Correa, por considerar que les están vulnerando sus derechos fundamentales al debido proceso y al de defensa.
Narran, en síntesis, que mediante auto del 28 de julio de 2008, el Juzgado Tercero Civil del Circuito decretó la liquidación obligatoria de Lucy Cortés Correa como persona natural y como consecuencia del fracaso del proceso concordatario, designando y posesionando como liquidador a Héctor Hernando López Londoño; que se presentaron a nombre propio y dentro del término de ley a la respectiva liquidación; que el 20 de agosto de 2008 Germán Matallana Bernal, Martha Liliana Grajales y Jhon Jairo Zuleta Blandón, citaron a la señora Cortés Correa al Ministerio de Seguridad Social donde conciliaron las acreencias que cada uno de ellos tenía frente a la referida deudora, el primero de ellos por un tratamiento odontológico por valor de $12’500.000,oo, los otros dos por concepto de honorarios por $15’000.000,oo a cada uno, mediante contrato de prestación de servicios profesionales, al haber fungido como sus asesores jurídicos; igual hecho, pero el día 19 de agosto del mismo año se produjo entre Carlos Ariel Ramírez Cortés y Mary Luz Betancur Ríos con Lucy Cortés Correa, aquél por una acreencia de $19’780.249,oo de indemnización por despido injusto y ésta igualmente por acreencias laborales que ascienden a la suma de $4’983.380,oo; que en la solicitud de trámite concordatario la deudora relacionó como créditos laborales las cesantías consolidadas al año 2006, pero las mismas ya habían sido pagadas en febrero del año 2007, y es tal concepto el único valor que reconoce pagar el liquidador; que al entregársele a éste toda la contabilidad de la señora Cortés Correa y los libros contables al despacho del conocimiento debieron haber constatado la causación y el pago de los créditos laborales que existían en el concordato, pero no lo hicieron.

Continuaron indicando que el 12 de febrero de 2009 el liquidador presentó al juzgado el proyecto de graduación de créditos y derechos de voto que fue aprobado con auto del 27 de abril de 2009 sin hacerle el más mínimo control de legalidad; que entre los créditos laborales que graduó y determinó el liquidador estaban los de Argemiro Arias, Diego Cárdenas Cruz, José Albeiro Esquivel, Eleazar Giraldo García, Alberto Jurado, Wilson Motato Becerra, Fredy Andrés Piedrahita, Carlos Ariel Ramírez y Reynel Alberto Vallejo García, por los valores de que da cuenta el folio 70, que se refieren a cesantías canceladas y causadas del año 2006; que se presentaron al proceso de liquidación sin apoderado judicial como está autorizado por la ley, confiando en la debida gestión del liquidador; que éste nunca se ha puesto en contacto con ellos y por ende, no tuvieron conocimiento del proyecto de graduación de créditos y determinación de votos así como del auto aprobatorio por parte del juzgado; que tanto el liquidador como el despacho judicial actuaron bajo vías de hecho al postergar el pago de sus créditos y luego declararlos como no pagables, lo que es ilegal porque sus acreencias fueron presentadas oportunamente y tienen preferencia; que fueron reconocidos y proyectados algunos créditos para el pago ya satisfechos; que las razones aludidas por el liquidador con fundamento en el artículo 69 de la Ley 1116 para postergar los pagos de Carlos Ariel Ramírez Cortés (por ser hijo de la deudora), Mary Luz Betancur (por falta de reconocimiento de indemnización moratoria de todos los trabajadores), y a los asesores jurídicos (desconocidos por “sospecha”), resultaban ilegales y antijurídicas, aceptadas, por demás, por el juzgado sin un control de legalidad.
Siguieron relatando que el liquidador presentó el proyecto de adjudicación de bienes para someterlo a la aprobación por parte de los acreedores en audiencia pública y además que se realizó la dación en pago de un vehículo de la deudora a un acreedor quirografario que se encontraba avaluado en $15’000.000,oo y se entregó por $14’000.000,oo, lo que es ilegal y sin antes haber cancelado los créditos con la prelación de ley; que en dicho documento se proyectan valores excesivos respecto de los honorarios del mismo liquidador, de gastos de administración y del pago a un contador; que conforme al “Decreto 1116 de 2.006” y dada la situación del proceso, como los bienes no fueron vendidos dentro de los 2 meses siguientes al auto de aprobación y calificación de créditos (que lo fue en el año 2008) debería haberse citado a una audiencia de acreedores para discutirse y aprobarse por estos, para los valores recaudados prorratear el pago, lo que no hizo el liquidador y proyectó pagar a unas cuentas personas solamente.
Piden, por tanto, que se les amparen los derechos reclamados y se decrete “la nulidad de todo lo actuado en el proceso liquidatorio del patrimonio de la señora Lucy Cortés Correa, desde el auto que aprueba el proyecto de GRADUACION Y RECONOCIMIENTO DE CREDITOS”. Como medida previa, solicitaron la suspensión de la audiencia programada para el 24 de agosto, relacionada con la discusión del proyecto de adjudicación de bienes de la deudora.

Se dispuso el trámite correspondiente con la vinculación de Lucy Cortés Correa,  se concedió la medida provisional solicitada, se ordenó el traslado de rigor y la práctica de una inspección judicial al proceso respectivo.
Se pronunció la vinculada dando a conocer la vida comercial que llevaba y los pormenores que la obligaron a solicitar el trámite concordatario que condujo al decreto de liquidación obligatoria; dijo que los créditos reclamados por los accionantes son reales y que los hechos relacionados en la demanda son ciertos. 
Por su parte, el liquidador Héctor Hernando López Londoño, precisó que el trámite se ha adelantado siguiendo los parámetros de que trata la Ley 1116 de 2006; sustentó las razones que lo llevaron a postergar los créditos presentados por los accionantes; agregó que la misma ley otorga a los acreedores la oportunidad de objetar el proyecto de calificación, graduación y determinación de derechos de voto, siendo inadmisible que Martha Liliana Grajales y Jhon Jairo Zuleta, apoderados judiciales de Lucy Cortes, vengan ahora a reclamar en forma extemporánea y por vía de tutela un derecho que debieron ejercer en oportunidad legal; se pronunció sobre todos los hechos de la demanda y solicitó negar las pretensiones elevadas, pues pretendían revivir términos dejados de atender.  Ahora se procede a decidir, previas las siguientes,
CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

  



Se pretende con esta acción que se decrete la nulidad de todo lo actuado dentro del proceso liquidatorio de la señora Lucy Cortés Correa, desde el auto que aprobó el proyecto de graduación y reconocimiento de créditos, porque consideran que dentro del mismo se les han violentado los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, pues, confiando en la debida gestión del liquidador, el mismo nunca se puso en contacto con ellos y de contera no tuvieron conocimiento del proyecto de graduación de créditos y determinación de votos así como de auto aprobatorio por parte del juzgado; que tanto el liquidador como el despacho judicial actuaron bajo vías de hecho al postergar el pago de sus créditos y luego declararlos como no pagables, lo que es ilegal porque sus acreencias fueron presentadas oportunamente y tienen prelación.

En vista de que lo que atacan los accionantes es una providencia judicial a partir de la cual piden que se anule el trámite de liquidación obligatoria que se sigue respecto de la señora Lucy Cortés Correa, conviene precisar que la acción de tutela no fue instituida como una instancia adicional. La tesis imperante desde 1992 es la de que, a pesar de la inexequibilidad de las normas que preveían este mecanismo contra providencias judiciales
, el mismo se abre paso en aquellos eventos en los que se configure una vía de hecho, lo que hoy ha hecho tránsito a lo que se conoce como causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela sobre las que la Corte Constitucional ha dicho que:

“…todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”.

Eventos que ha definido así 
:

“i) Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: La acción de tutela procede, cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido
. 

ii) Defecto fáctico: Cuando en el curso de un proceso se omite la práctica o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente, con lo cual variaría drásticamente el sentido del fallo proferido
.

iii) Error inducido o por consecuencia: En la cual, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la actividad inconstitucional de un órgano estatal generalmente vinculado a la estructura de la administración de justicia
. 

iv) Decisión sin motivación:   Cuando la autoridad judicial profiere su decisión sin sustento argumentativo o los motivos para dictar la sentencia no son relevantes en el caso concreto, de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos jurídicos o fácticos
.

(v) Desconocimiento del precedente:  En aquellos casos en los cuales la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales, sin ofrecer un mínimo razonable de argumentación, de forma tal que la decisión tomada variaría, si hubiera atendido a la jurisprudencia
. 

(vi) Vulneración directa de la Constitución: Cuando una decisión judicial desconoce el contenido de los derechos fundamentales de alguna de las partes, realiza interpretaciones inconstitucionales o no utiliza la excepción de inconstitucionalidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuando haya sido presentada solicitud expresa al respecto
”.

En el presente caso, teniendo en cuenta los argumentos expuestos por los demandantes, se puede decir que la vía de hecho se hace recaer en el denominado defecto sustantivo, porque alegan que el juzgado desconoció los parámetros de la Ley 1116 de 2006 en lo que a la liquidación obligatoria se refiere y, particularmente, en cuanto al control de legalidad que ha debido efectuar al proyecto de graduación y reconocimiento de créditos, que ellos, dicen, no pudieron objetar porque el liquidador no les informó de su presentación.

Para la Sala, lo que ha acontecido durante el trámite de la liquidación corresponde a lo que ordena la ley vigente. En efecto, aunque inicialmente se abrió la liquidación obligatoria con fundamento en lo reglado por la Ley 222 de 1995, con auto del 30 de octubre de 2008, se corrigió la actuación para adecuarla a las reglas de la Ley 1116 de 2006 y allí, además de prevenir a la deudora sobre su imposibilidad de realizar operaciones en desarrollo de su objeto (que es algo similar a lo que preveía el artículo 98 de la Ley 222 de 1995), se dispuso convocar a los acreedores de Lucy Cortés Correa para que presentaran sus créditos al liquidador junto con la prueba de su existencia y su cuantía.
Así lo hicieron los demandantes, quienes entregaron a Héctor Hernando López, liquidador, los documentos que los legitimaban como acreedores de la señora Cortés Correa, en vista de unas conciliaciones celebradas con ella entre el 19 y 20 de agosto de 2008, valga decirlo para cuando ya se había agotado la etapa de concordato que terminó por falta de acuerdo y se había dado inicio a la liquidación. Dicho auxiliar, con estos y otros soportes presentó el proyecto de calificación y graduación del créditos y derechos de voto, siguiendo para ello lo previsto en el artículo 48 de la citada ley, del que, también con apoyo en esa misma norma, se corrió traslado por el término de diez días mediante auto del 1º de marzo de 2009 (f. 7 de las copias del cuaderno B), durante el cual los interesados guardaron silencio. En consecuencia, aplicando lo que prevé el artículo 29 ibídem, el juzgado aprobó el inventario presentado por el liquidador y reconoció los créditos por él anunciados, entre los que quedaron incluidos como postergados los que corresponden a los accionantes. Esa decisión quedó en firme y a ella le sobrevino la petición del liquidador de convocar a una audiencia con el fin de formular el proyecto de acuerdo de adjudicación, que fue atendida favorablemente por el juzgado.

Con independencia de que los créditos que le presentaron los accionantes al liquidador, dos de ellos corresponden a salarios, prestaciones e indemnizaciones provenientes de contratos de trabajo, según las actas de conciliación allegadas, en tanto que los otros lo son a honorarios, cuestión que pudo haber sugerido un tratamiento distinto al momento de graduarlos, y haciendo abstracción también del hecho de que esas conciliaciones fueron propiciadas directamente con la deudora cuando ya se había ordenado la liquidación obligatoria y, por supuesto, fenecido el trámite del concordato que terminó por falta de acuerdo, hecho que igualmente pudiera haberse analizado de frente a las prohibiciones que tanto la Ley 222 de 1995 como la 1116 de 2006 señalan como consecuencia de la apertura de dicha liquidación, lo cierto del caso es que los accionantes tuvieron las oportunidades procesales suficientes para discutir la posición que se les dio a sus créditos, no en una, sino en varias oportunidades.

Primero, cuando al habérseles dado traslado del proyecto de graduación y calificación de créditos presentado por el liquidador, pudieron objetarlo de acuerdo con lo que señalan los artículos 29 y 53 de la última ley mencionada, pero no lo hicieron; y segundo, cuando aprobado dicho proyecto mediante el auto del 27 de abril del presente año, tuvieron a su alcance los recursos de reposición y apelación, este último previsto en el artículo 6º de la misma ley, ninguno de los cuales interpusieron. 

Y no se diga que el liquidador no les enteró de la presentación del proyecto, que es en lo que excusan su falta de diligencia, porque esa, vista la normativa que regula la liquidación judicial, no es obligación suya sino del juzgado, que la cumplió profiriendo el auto pertinente de cuya notificación han debido estar atentos los demandantes ya que para entonces conocían el trámite que se adelantaba, a tal punto que hicieron valer sus derechos.

Con esa actitud pasiva que asumieron, dejando de lado los medios de defensa judicial idóneos que tenían a su alcance, dieron lugar a que se estructura una de las causales de improcedencia de la acción de tutela, concretamente la que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, pues, se insiste, este mecanismo expedito no puede servir como medio para revivir instancias no agotadas por quienes intervienen en los trámites judiciales.
Quiere decir lo anterior que si el liquidador y el juzgado se ajustaron en su actuación al trámite previsto en las normas arriba citadas, no puede sostenerse que hayan incurrido en una vía de hecho por una defectuosa graduación y calificación de créditos de los demandantes, porque para discutirlo tenían ellos las herramientas a su alcance, mas no las utilizaron, lo que se traduce, en últimas, en que no les fueron cercenados los derechos al debido proceso y a la defensa que invocaron. 
En consecuencia, el amparo será negado 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley NIEGA la protección invocada, en sus propios nombres, por Mary Luz Betancur Ríos, Germán Matallana Bernal, Carlos Ariel Ramírez Cortés, Jhon Jairo Zuleta Blandón y Martha Liliana Grajales, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad y frente a Héctor Hernando López Londoño, a la que fue vinculada Lucy Cortés Correa.

Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS










� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-052/07


� Sobre defecto sustantivo pueden consultarse las sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02, entre otras.


�  Sobre defecto fáctico, pueden consultarse las siguientes sentencias: T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03


�  Al respecto, las sentencias SU-014/01, T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02,  T-705/02


�  Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias: T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02


�  En la sentencia T – 123 de 1995, esta Corporación señaló:  "Es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art.13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la Constitución”. Sobre este tema, también la sentencia T – 949 de 2003.


�  Sentencias T – 522 de 2001 y T – 462 de 2003. 





10

[image: image3.png]


_1214118482

